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INFORME DE CONTENIDOS SOBRE DISCAPACIDAD DE LA LEY 31/2015, DE 9 DE SEPTIEMBRE, POR LA QUE SE MODIFICA Y ACTUALIZA LA NORMATIVA EN MATERIA DE AUTOEMPLEO Y SE ADOPTAN MEDIDAS DE FOMENTO Y PROMOCIÓN DEL TRABAJO AUTÓNOMO Y DE LA ECONOMÍA SOCIAL
La nueva Ley contiene una serie de aspectos de mejora para las personas con discapacidad, planteados por el CERMI, y asumidos en parte por el Gobierno y el Parlamento, que se indican a continuación:
- El artículo primero modifica la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo.

En el apartado Uno se actualiza meramente la normativa vigente sobre derechos de las personas con discapacidad, al hacer referencia al  Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social.

En el apartado tres se flexibiliza la prohibición que tienen los trabajadores autónomos económicamente dependientes de tener trabajadores por cuenta ajena. Así pues, en una serie de supuestos será posible que contraten trabajadores por cuenta ajena, con lo que se convierten en empleadores, bajo la modalidad de un contrato de interinidad (Art. 16.1.c) del Estatuto de los Trabajadores). Uno de dichos supuestos es tener a su cargo un familiar, por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado inclusive, en situación de dependencia o con discapacidad igual o superior al 33%, debidamente acreditada. El contrato solo se podrá celebrar por una jornada equivalente a la reducción de la actividad efectuada por el trabajador autónomo sin que pueda superar el 75% de la jornada de este último. En estos supuestos, la duración del contrato estará vinculada al mantenimiento de la situación de cuidado de menor de siete años o persona en situación de dependencia o discapacidad a cargo del trabajador autónomo, con una duración máxima, en todo caso, de doce meses.

Esta medida no beneficia directamente a un autónomo con discapacidad, sino, por asociación, aquel que tenga a su cargo un familiar con discapacidad. No se olvide que un autónomo, con o sin discapacidad, puede ya contratar el o los trabajadores que quiera. Esta medida afecta solo a los trabajadores autónomos económicamente dependientes (los llamados TRADE), que es una modalidad específica no obligatoria, que exige reunir el requisito de depender económicamente de un cliente por percibir de él, al menos, el 75 por ciento de sus ingresos, formalizar un contrato con el cliente e inscribirse en un registro público. Según el seguimiento estadístico que viene realizado la Unión de Profesionales y Trabajadores Autónomos (UPTA), a partir de los datos facilitados por el Instituto Nacional de Estadística (INE), en España al finalizar el primer trimestre del año 2014 había 271.700 Trabajadores Autónomos Económicamente Dependientes (TRADES). Esto supone un 13’3% de los trabajadores por cuenta propia que no tienen asalariados a su cargo. Sin embargo, no todos formalizan un contrato y se registran como tales, sin que se disponga de información pública sobre estos últimos.

Se introducen en la propia Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo un artículo 32 sobre reducciones y bonificaciones de cuotas a la Seguridad Social para las personas con discapacidad, víctimas de violencia de género y víctimas del terrorismo que se establezcan como trabajadores por cuenta propia. 
Para los autónomos con discapacidad viene a sustituir el sistema vigente, regulado por la Disposición adicional undécima de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre, de medidas urgentes para la reforma del sistema de protección por desempleo y mejora de la ocupabilidad. Así, se ha previsto la derogación  expresa de dicho precepto (Disposición derogatoria única tres)  

El nuevo sistema tiene las siguientes características:

La cuota en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos por contingencias comunes, incluida la incapacidad temporal, de las personas con un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento (al igual que las víctimas de violencia de género y las víctimas del terrorismo) será de:

· 50 euros mensuales durante los 12 meses inmediatamente siguientes a la fecha de efectos del alta, en el caso de que opten por cotizar por la base que les corresponda (mínima)

· Si optasen por una base de cotización superior a la mínima que les corresponda, podrán aplicarse durante los 12 primeros meses una reducción sobre la cuota del 80 por ciento (se quedaría también en unos 50 €)

· Con posterioridad al periodo inicial de 12 meses, y hasta completar los 5 años desde al alta, disfrutarán de una bonificación del 50 por ciento de la cuota mínima (tendrían que pagar unos 130 €)

Estos beneficios solo afectan a aquellos autónomos que causen alta inicial (no hayan estado en alta como autónomos anteriormente) o no hubieran estado en situación de alta en los 5 años inmediatamente anteriores.

También se disfrutan si el autónomo con discapacidad tiene trabajadores por cuenta ajena.

Es de aplicación a los socios de sociedades laborales y a los socios trabajadores de Cooperativas de Trabajo Asociado, que estén encuadrados en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos.

El nuevo sistema mejora el existente ya que:

· Generaliza para cualquier edad (hasta ahora solo en el caso de menores de 35 años) la posibilidad de que se beneficie aquel autónomo con discapacidad que estuvo en alta con anterioridad, salvo que lo hubiera sido en 5 años inmediatamente anteriores.

· Amplía a cualquier edad la tarifa plana de 50 € durante 12 meses (hasta ahora solo era de 12 meses en el caso de los autónomos de 35 ó mas años y de 6 meses en los menores de 35)

Sin embargo, sigue siendo manifiestamente insuficiente, pues debería asimilarse a la contratación indefinida de trabajadores con discapacidad.

En el apartado trece, se modifica la disposición adicional decimoctava de la Ley para actualizar la definición de persona con discapacidad, de acuerdo a los  apartados 1 y 2 del artículo 4 del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social.

- El artículo Tercero modifica la Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social, incluyendo un nuevo artículo que regula incentivos a la incorporación de trabajadores a las cooperativas y sociedades laborales como socios trabajadores o de trabajo. Se establecen dos niveles de bonificación en las cuotas a Seguridad Social durante tres años, según se trate de mayores de 30 o de menores de esta edad, en este caso mejorada en su cuantía. Pues bien, en este último supuesto, en el caso de trabajadores con discapacidad, la edad se amplía hasta los menores de 35 años. Estas bonificaciones solo se aplican cuando se opte por un Régimen de Seguridad Social propio de trabajadores por cuenta ajena

Asimismo se establecen bonificaciones en las cuotas de la Seguridad Social aplicables a las empresas de inserción en los supuestos de contratos de trabajo suscritos con personas en situación de exclusión social incluidas en el artículo 2 de la Ley 44/2007, de 13 de diciembre, para la regulación del régimen de las empresas de inserción. Se establece, como en el caso anterior, la ampliación del tramo de edad a los menores de 35 años  en el caso de trabajadores con discapacidad.

Por otra parte, se incluye en la Ley de Economía Social la declaración de de los Centros Especiales de Empleo y de las Empresas de Inserción como entidades prestadoras de Servicios de Interés Económico General. Este reconocimiento supone que las subvenciones concedidas a estas entidades estén sometidas ahora al Reglamento 360/2012 de la Comisión, de 25 de abril de 2012, relativo a la aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de minimis concedidas a empresas que prestan servicios de interés económico general, y puedan alcanzar los 500.000 € en un período de tres años cuando hasta la fecha el máximo era de 200.000 € en el mismo periodo de tiempo. Esta medida se refiere a las ayudas directas a este tipo de empresas y no altera la exención de que gozan las principales ayudas de empleo a los centros especiales de empleo de acuerdo al Reglamento (UE) nº 651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, por el que se declaran determinadas categorías de ayudas compatibles con el mercado interior en aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado.

- El artículo Cuarto modifica la disposición adicional quinta del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre. Se trata de la relativa a los contratos reservados a los centros especiales de empleo. El cambio no supone solo su ampliación las empresas de inserción, sino que además se introducen determinadas modificaciones relevantes en línea con lo solicitado por el CERMI, aunque no cubre totalmente nuestras aspiraciones. 
Si bien no se fija un porcentaje concreto, se prevé que mediante Acuerdo del Consejo de Ministros o a través del órgano competente en el ámbito de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, se determinen porcentajes mínimos de reserva del derecho a participar en los procedimientos de adjudicación de determinados contratos, de determinados lotes de los mismos a Centros Especiales de Empleo y a empresas de inserción o de un porcentaje mínimo de reserva de la ejecución de estos contratos en el marco de programas de empleo protegido.




18 de septiembre de 2015.
CERMI

www.cermi.es
PAGE  
1

